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RESUMEN: 
Con ocasión del recurso de apelación interpuesto contra auto del Juzgado de Primera Instancia dictado en sede de ejecución hipotecaria y teniendo conocimiento la Sala de la STS del 23 diciembre 2015 sobre nulidad de cláusula de vencimiento anticipado y su eventual sustitución por una disposición procesal supletoria de derecho nacional (art. 693.1 y 2 de la LEC), se planteó la posible incidencia del Derecho Comunitario sobre la cuestión debatida y el alcance que aquella sentencia pudiera tener en la resolución del proceso concreto de ejecución hipotecaria que se seguía, por lo que se concede a las partes y al Ministerio Fiscal traslado para alegaciones sobre la necesidad de dirigirse al Tribunal de Justicia de la Unión Europea planteando como cuestiones prejudiciales de interpretación: 

Primera cuestión: Declarada la nulidad por abusiva de una cláusula de vencimiento anticipado, inserta en contrato de préstamo con garantía hipotecaria sobre vivienda habitual de consumidor, el principio de "no vinculación" del art. 6.1 de la Directiva 93/13 CEE del Consejo, de 5 de abril ¿es compatible con una interpretación en que se permita la aplicación supletoria de una norma procesal reguladora del acceso al procedimiento de ejecución que requiera de la existencia de pacto válido (reflejado en el título e inscrito) y además del incumplimiento de un número determinado de mensualidades (o cuotas equivalentes) impagadas? 

Segunda pregunta (en dos apartados): Declarada nula por abusiva una clausula de vencimiento anticipado por incumplimiento de la obligación de pago, en un contrato de préstamo con garantía hipotecaria, de larga duración: ¿Es compatible con el art. 4.1 (valoración de la cláusula con referencia al momento de la celebración del contrato y de todas las circunstancias concurrentes en ese momento), la apreciación de la ulterior conducta del consumidor consistente en un incumplimiento grave de la obligación de pago (morosidad flagrante) para permitir la reclamación del total importe de la deuda (pérdida del beneficio del plazo), a través de un procedimiento de ejecución sumario?¿Puede considerarse que la posibilidad anterior (en conexión con la aplicación supletoria del art 693.2 LEC relativa al proceso sumario de ejecución hipotecaria) supone el restablecimiento de un equilibrio real entre los derechos y las obligaciones de las partes, compatible con la doctrina del TJUE que permite la sustitución de una cláusula abusiva por una disposición supletoria de Derecho nacional?

Tras el análisis de las alegaciones efectuadas por el Ministerio Fiscal y las partes, contrarios al planteamiento de la cuestión, se decide por la Sección 9ª no formularla al quedar despejadas las dudas que inicialmente se le suscitaron, teniendo como punto de partida el que el que toda la tramitación procedimiento de ejecución hipotecaria que se analiza se verifica tras la entrada en vigor de la reforma operada en la LEC por la Ley 1/2013, de 14 de mayo, habiéndose invocado por el ejecutado la nulidad de la cláusula de vencimiento anticipado con motivo de la oposición que articula frente a la demanda de ejecución instada contra él por la entidad bancaria ejecutante al amparo de lo establecido en el art. 695.1.4º LEC en su actual regulación que permite al ejecutado la invocación del "carácter abusivo de una cláusula contractual que constituya el fundamento de la ejecución o que hubiere determinado la cantidad exigible". No obstante haberse redactado con anterioridad a dicha reforma el título que sirve de base a la demanda de ejecución.

Al efecto, se tiene en cuenta que entre el dictado de la providencia del traslado de las dudas de la Sala y el momento en que se redacta el auto decisorio se han hecho públicas las conclusiones del Abogado General Sr. Maciej Szpunar (presentadas el 2 de febrero de 2016) relativas a la Petición de decisión prejudicial planteada por el Juzgado de Primera Instancia 2 de Santander en el Asunto C-421/14 (Banco Primus), que, aunque no vinculantes para el TJUE, y deben valorarse ahora con la necesaria prudencia, no puede obviarse su sentido en tanto en cuanto se sustentan en la doctrina emitida por el propio Tribunal destinatario de ellas y se ocupan, entre otras aspectos del art. 693.2 LEC. Conclusiones que son las siguientes: a) La eventual consideración de la incidencia de circunstancias posteriores a la celebración del contrato - y en concreto un incumplimiento grave del deudor - a la hora de valorar el carácter o no abusivo de una cláusula contractual, atendido el hecho de que la Directiva 93/13 CEE, se refiere a las circunstancias concurrentes a la celebración del contrato; b) en el marco del examen de la cuarta cuestión prejudicial del Juzgado de Primera Instancia 2 de Santander y en referencia a la eventual aplicación del art. 693.2 LEC, cuando se ha declarado nula por abusiva la cláusula de vencimiento anticipado y el prestamista ha respetado la previsión legal contenida en la norma, se destaca que la norma no refleja una disposición legislativa o reglamentaria "imperativa", y a tenor de las "observaciones del Gobierno español y de la Comisión se desprende que ese artículo tampoco es una disposición de carácter supletorio, por cuanto no puede aplicarse a falta de acuerdo entre el profesional y el consumidor". Y añade: "por el contrario dicho artículo indica que, para producir sus efectos, es necesario un acuerdo explícito entre las partes." 

Asimismo se indica que el hecho de que la entidad bancaria no diera inicio al procedimiento de ejecución hipotecaria hasta el impago de siete mensualidades consecutivas es un elemento fáctico que no ha de tenerse en cuenta en la apreciación de una cláusula contractual que tenía en realidad por objeto permitir a la entidad bancaria proceder a la ejecución hipotecaria en caso de impago de una sola mensualidad. Por lo que cabe observar a este respecto que, en el ámbito de la protección de los consumidores, un comportamiento razonable en un marco contractual abusivo no priva a una cláusula de su carácter abusivo. Y, además, de una reiterada jurisprudencia se desprende que el art. 6, apartado 1, de la Directiva 93/13 no puede entenderse en el sentido de que permite, en el supuesto de que el juez nacional constate la existencia de una cláusula abusiva en un contrato celebrado entre un profesional y un consumidor, que dicho juez modifique el contenido de la cláusula abusiva, en lugar de limitarse a dejarla sin aplicación frente al consumidor. Aceptando el TJUE únicamente esa posibilidad en el caso de anulación de un contrato en su totalidad, para evitar consecuencias especialmente perjudiciales a las que el consumidor podría quedar expuesto, circunstancia que no se da en el asunto principal, dado que la cláusula controvertida es accesoria y separable del resto del contrato de préstamo.

Razonando, finalmente, que las consideraciones jurídicas resultantes de la STS 23 diciembre 2015 sobre la aplicación integradora del art. 693.2 de la LEC tras la declaración de abusividad de una cláusula de vencimiento anticipado constituían un obiter dicta, lo que, anudado a lo anteriormente indicado, hacia innecesario tal planteamiento de las cuestiones prejudiciales.
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Dada cuenta; y tomando en consideración los siguientes,
ANTECEDENTES DE HECHO: 

PRIMERO.- Por turno de reparto correspondió a esta Sección de la Audiencia Provincial de Valencia el conocimiento del recurso de apelación promovido por la representación de Don RPI contra el Auto del Juzgado de Primera Instancia 3 de Paterna de 17 de junio de 2015, en Autos de Ejecución Hipotecaria 567/2015, por lo que previo registro bajo el número 1034/2015 y los oportunos trámites se acordó señalar la Audiencia del 21 de enero de 2016 para deliberación y votación. 

Llegada la fecha indicada, se procedió a la deliberación y votación de las cuestiones sometidas a la consideración del Tribunal, y dentro del plazo legal para dictar resolución - acorde a lo deliberado - se tuvo conocimiento de la Sentencia del Pleno del Tribunal Supremo de 23 de diciembre de 2015 sobre nulidad de cláusula de vencimiento anticipado y su eventual sustitución por una disposición procesal supletoria de derecho nacional (artículo 693.1 y 2 de la LEC). 

Este Tribunal, atendido su contenido, la incidencia del Derecho Comunitario sobre la cuestión debatida y el alcance que la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo pudiera tener en la resolución del proceso, por Providencia de fecha 3 de febrero de 2015 acordó de oficio y con suspensión del término para dictar el Auto resolutorio del recurso de apelación conceder a las partes expresadas, así como al Ministerio Fiscal el plazo de 10 días para que formulasen alegaciones sobre la necesidad de dirigirse al Tribunal de Justicia de la Unión Europea planteando cuestiones prejudiciales de interpretación; y en concreto:

"Primera cuestión: 
Declarada la nulidad por abusiva de una cláusula de vencimiento anticipado, inserta en contrato de préstamo con garantía hipotecaria sobre vivienda habitual de consumidor:
El principio de "no vinculación" del artículo 6.1 de la Directiva 93/13 CEE del Consejo, de 5 de abril ¿es compatible con una interpretación en que se permita la aplicación supletoria de una norma procesal reguladora del acceso al procedimiento de ejecución que requiera de la existencia de pacto válido (reflejado en el título e inscrito) y además del incumplimiento de un número determinado de mensualidades (o cuotas equivalentes) impagadas? 
Segunda pregunta (en dos apartados)
Declarada nula por abusiva una clausula de vencimiento anticipado por incumplimiento de la obligación de pago, en un contrato de préstamo con garantía hipotecaria, de larga duración: 
¿Es compatible con el artículo 4.1 (valoración de la cláusula con referencia al momento de la celebración del contrato y de todas las circunstancias concurrentes en ese momento), la apreciación de la ulterior conducta del consumidor consistente en un incumplimiento grave de la obligación de pago (morosidad flagrante) para permitir la reclamación del total importe de la deuda (pérdida del beneficio del plazo), a través de un procedimiento de ejecución sumario? 
¿Puede considerarse que la posibilidad anterior (en conexión con la aplicación supletoria del artículo 693.2 relativa al proceso sumario de ejecución hipotecaria) supone el restablecimiento de un equilibrio real entre los derechos y las obligaciones de las partes, compatible con la doctrina del TJUE que permite la sustitución de una cláusula abusiva por una disposición supletoria de Derecho nacional?"
SEGUNDO. -La representación de DON RPI presentó escrito de 8 de febrero de 2016 en el que, sin dar respuesta alguna a la cuestión planteada sobre la necesidad de dirigirnos al TJUE, se limitó a exponer las razones por las que, a su juicio, la cláusula séptima del contrato sobre vencimiento anticipado debía declararse nula por el Tribunal, solicitando el sobreseimiento y archivo del proceso de ejecución hipotecaria. 

TERCERO.- La representación de la entidad BANKINTER S.A. presentó escrito el 22 de febrero de 2016 manifestando su disconformidad al planteamiento de las cuestiones prejudiciales que proponía esta Sección. 

En defensa de su tesis, invocó el contenido de las Sentencias del TJUE de 14 de junio de 2012 (C-618/10), 21 de abril de 2015 (C-482/13, 484/13, 485/13 y 487/13), 30 de abril de 2014 (C-26/13) para sostener la conservación del contrato y la posibilidad de sustituir una cláusula abusiva por una disposición supletoria de derecho nacional, siendo posible, con ella, la integración del contrato. 

Argumentó, al efecto, que la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de diciembre de 2015 hace una correcta aplicación de la doctrina que emana de las resoluciones citadas. 

Entiende la entidad indicada que no integrar el contrato sería tanto como permitir a una de las partes incumplir el contrato cuanto la otra ya lo ha cumplido (al privarle de la posibilidad de terminarlo ante el incumplimiento del prestatario) haciendo imposible la devolución del dinero prestado. Considera que se trataría de un efecto no deseado por la Directiva 93/13, pues ello permitiría un enriquecimiento injusto para el consumidor deudor al consagrar el derecho a recibir el dinero sin necesidad de devolverlo en un plazo determinado, cuando la Directiva pretende proteger al consumidor pero no favorecer ni blindar una situación de incumplimiento. 

El Tribunal Supremo, a juicio de la entidad ejecutante, ha interpretado correctamente la doctrina del TJUE al integrar el contrato a la vista de las ventajas que ofrece al consumidor el procedimiento de ejecución hipotecaria por contraposición al proceso declarativo, y en cuanto a las dudas suscitadas por la Sección 9ª de la Audiencia Provincial indica que: a) el planteamiento de la cuestión prejudicial no resultaría útil porque la función del TJUE no es la interpretación del Derecho Nacional; b) el TJUE ya ha establecido los criterios generales que los órganos nacionales han de tener en cuenta a la hora de analizar el concreto caso y si procede o no la integración del contrato, c) El Tribunal Supremo se ha pronunciado y es el órgano superior del ordenamiento jurídico español y el competente para efectuar el análisis e interpretación del sistema de ejecución hipotecario español, encontrándose en mejor posición para efectuar el análisis de nuestro ordenamiento jurídico, sin que la Audiencia haya fundado - a su juicio - las razones de las dudas que suscita. 

Añade a lo anterior que impedir al prestamista acudir al procedimiento de ejecución hipotecaria ante el incumplimiento del prestatario supone una auténtica integración del contrato de préstamo hipotecario, en la medida en que se deja de aplicar el procedimiento que la ley específicamente prevé en esta materia, por lo que al derivar la cuestión al procedimiento declarativo, lo que se está haciendo es una verdadera integración de la cláusula declarada abusiva, y afirma que el artículo 1.124 del C. Civil es aplicable a los contratos bilaterales pero no al contrato de préstamos (atendida la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de mayo de 2001), siendo posible la aplicación del artículo 1129 del mismo cuerpo legal (STS de 22 de mayo de 1997) que permite anticipar el vencimiento del préstamo por incumplimiento del pacto o del pago de intereses. Y tras referirse al artículo 1128 del C. Civil - que faculta la integración del plazo cuando la obligación no lo señalare o haya quedado a la voluntad del deudor - razona que la aplicación del procedimiento de ejecución hipotecaria no deriva sólo de la voluntad de las partes sino que está prevista por el legislador, así como que la abusividad de la cláusula no radica en el hecho de acudir a la ejecución hipotecaria, al tiempo que se pronuncia sobre la inexistencia de otro procedimiento judicial específicamente previsto para este tipo de incumplimiento. Insiste, seguidamente, en la correcta valoración de las circunstancias por el Tribunal Supremo (destacando las ventajas del procedimiento de ejecución hipotecaria que relaciona en las páginas 17 a 19 de su escrito), y en la improcedencia de plantear la primera cuestión prejudicial propuesta dado que las dudas suscitadas con ocasión del cambio de criterio han sido resueltas por el Tribunal Supremo en la Sentencia de 23 de diciembre de 2015, de modo que la cuestión no pasa por plantear la cuestión prejudicial sino por volver al criterio inicialmente mantenido con anterioridad al Auto del Tribunal de Justicia de 11 de junio de 2015, que no introdujo nada novedoso que justificara aquel cambio de posición. 

Respecto de la segunda cuestión prejudicial a que se refiere la providencia reseñada entiende que no es pertinente en el primero de sus apartados pues el TJUE ya ha analizado la cuestión relativa al número de cuotas impagadas en el caso Aziz (STJUE 14 de marzo de 2013), estando actualmente en trámite dos cuestiones prejudiciales en torno al artículo 693-2 LEC (C-421/14 y C-613/15) por lo que resulta innecesario plantear la cuestión propuesta. Y el segundo apartado se encuentra englobado dentro de la primera cuestión, remitiéndose por ello a lo ya argumentado sobre ella y a lo acertado del planteamiento del Tribunal Supremo en la Sentencia de 23 de diciembre de 2015. 

Y solicita se tenga por manifestada su disconformidad al planteamiento de las cuestiones que se proponen y para el supuesto de que la Audiencia decida plantearlas, solicita se le de traslado del Auto de planteamiento, emplazándole por diez días para realizar alegaciones. 

CUARTO.- El Ministerio Fiscal evacuó el traslado conferido por escrito de 7 de marzo de 2015 en el que tras describir el objeto procesal, destacaba la prevalencia del Derecho de la Unión Europea en materia de protección de los consumidores (con cita de la Directiva 93/13/CEE del Consejo de 5 de abril de 1993, los principios del Derecho de la Unión Europea, las resoluciones del TJUE de 9 de marzo de 1978, 14 de diciembre de 1982, 5 de marzo de 1996, 22 de junio de 2010, 5 de octubre de 2010, 30 de mayo de 2013, 21 de enero de 2015 - entre otras- y STC de Pleno de 5 de noviembre de 2015, amén de las normas del TFUE y Recomendaciones del TJUE a los órganos jurisdiccionales relativas al planteamientos de cuestiones prejudiciales), para concluir, en referencia al supuesto sometido a su consideración que:

"... no resulta necesario plantear la Cuestión Prejudicial interpretativa propuesta, dado que: 
6.1. Existe jurisprudencia del TJUE sobre la materia que permite interpretar de manera correcta y evidente los efectos de los principios de efectividad y no vinculación, contenidos en la Directiva 93/13, de las cláusulas abusivas al consumidor declaradas nulas, por lo que no existe duda, objetiva, clara y terminante. 
6.2 Declarada nula la cláusula abusiva sobre vencimiento anticipado, debe, pura y simplemente, excluirse su aplicación. 
6.3 Declarada nula la cláusula abusiva sobre el vencimiento anticipado, en el proceso ejecutivo individual de autos, no puede sustituirse por la disposición supletoria de Derecho nacional, contenida en el art. 693 LEC, dado que, no cumple con los límites y condicionantes establecidos por la jurisprudencia del TJUE: dicha solución no permite restablecer un equilibrio real entre los derechos y obligaciones de las partes del contrato; así como dicha declaración no obliga al juez a anular el contrato en su totalidad. 
6.4. Declarada nula la clausula abusiva sobre vencimiento anticipado, en el seno del proceso ejecutivo individual de autos, lo más beneficioso para el consumidor es proceder al sobreseimiento de la ejecución (art.695.3 LEC), tal y como interesa el propio consumidor ejecutado en su escrito 15-II-16; siendo lo contrario lo más beneficioso para la entidad bancaria ejecutante, tal y como se deduce de su escrito de 19-II-16".
FUNDAMENTOS DE DERECHO: 
UNICO.- Este Tribunal, una vez oídas a las partes litigantes y al Ministerio Fiscal y tomando en consideración sus respectivas alegaciones (todas ellas contrarias a que la Sala promueva cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea) ha llegado a la conclusión de que no procede mantener la suspensión que venía acordada por providencia de 3 de febrero de 2016, al haber quedado despejadas las dudas que inicialmente expuso, y ello con arreglo a cuanto se dirá seguidamente: 

1. Punto de partida necesario de nuestra reflexión es el relativo a que el procedimiento de ejecución hipotecaria que nos ocupa se presentó en el RUE de 13 de enero de 2015, por lo que toda su tramitación se ha verificado tras la entrada en vigor de la reforma operada en la LEC por la Ley 1/2013, de 14 de mayo, habiéndose invocado por el ejecutado la nulidad de la cláusula de vencimiento anticipado con motivo de la oposición que articula frente a la demanda de ejecución instada contra él por la entidad ejecutante BANKINTER S.A, al amparo de lo establecido en el artículo 695.1.4º que permite al ejecutado la invocación del "carácter abusivo de una cláusula contractual que constituya el fundamento de la ejecución o que hubiere determinado la cantidad exigible".

A destacar, sin embargo, que el título que sirve de base a la demanda de ejecución fue redactado con anterioridad a la expresada reforma legal. 

2. La presente resolución toma como referencia las diversas resoluciones del Tribunal de Justicia de la Unión Europea citadas tanto por la representación de Bankinter SA como por el Ministerio Fiscal, que damos por reproducidas por conocidas y para evitar innecesarias reiteraciones. 

3. El siguiente aspecto que hemos de resaltar para justificar nuestra decisión encuentra su fundamento en el hecho de que entre el dictado de la providencia de 3 de febrero pasado y el momento en que se redacta esta resolución se han hecho públicas las conclusiones del Abogado General Sr. Maciej Szpunar (presentadas el 2 de febrero de 2016) relativas a la Petición de decisión prejudicial planteada por el Juzgado de Primera Instancia 2 de Santander en el Asunto C-421/14 (Banco Primus), a que se refiere la entidad ejecutante en su escrito (página 22).

Aún cuando tales conclusiones no son vinculantes para el TJUE, y deben valorarse ahora con la necesaria prudencia, no puede obviarse su sentido en tanto en cuanto se sustentan en la doctrina emitida por el propio Tribunal destinatario de ellas y se ocupan, entre otras aspectos del artículo 693.2 de la LEC, que, en combinación con el contenido de la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de diciembre de 2015, generó las dudas expresadas por esta Sección en su providencia de 3 de febrero pasado. 

Es de nuestro interés resaltar, a los efectos de nuestra decisión, que el Abogado General tiene en cuenta extremos tales como: 

a) La eventual consideración de la incidencia de circunstancias posteriores a la celebración del contrato - y en concreto un incumplimiento grave del deudor - a la hora de valorar el carácter o no abusivo de una cláusula contractual, atendido el hecho de que la Directiva 93/13 CEE se refiere a las circunstancias concurrentes a la celebración del contrato; 

b) En el marco del examen de la cuarta cuestión prejudicial del Juzgado de Primera Instancia 2 de Santander y en referencia a la eventual aplicación del artículo 693.2, cuando se ha declarado nula por abusiva la cláusula de vencimiento anticipado y el prestamista ha respetado la previsión legal contenida en la norma, el abogado general destaca que la norma no refleja una disposición legislativa o reglamentaria "imperativa", y a tenor de las "observaciones del Gobierno español y de la Comisión se desprende que ese artículo tampoco es una disposición de carácter supletorio, por cuanto no puede aplicarse a falta de acuerdo entre el profesional y el consumidor". Y añade: "por el contrario dicho artículo indica que, para producir sus efectos, es necesario un acuerdo explícito entre las partes." 

Por otra parte, dice en el parágrafo 85: "... el hecho de que la entidad bancaria no diera inicio al procedimiento de ejecución hipotecaria hasta el impago de siete mensualidades consecutivas es un elemento fáctico que no ha de tenerse en cuenta en la apreciación de una cláusula contractual que tenía en realidad por objeto permitir a la entidad bancaria proceder a la ejecución hipotecaria en caso de impago de una sola mensualidad. Cabe observar a este respecto, que, en el ámbito de la protección de los consumidores, un comportamiento razonable en un marco contractual abusivo no priva a una cláusula de su carácter abusivo". Y amplía en el 86: "Además, de una reiterada jurisprudencia se desprende que el artículo 6, apartado 1, de la Directiva 93/13 no puede entenderse en el sentido de que permite, en el supuesto de que el juez nacional constate la existencia de una cláusula abusiva en un contrato celebrado entre un profesional y un consumidor, que dicho juez modifique el contenido de la cláusula abusiva, en lugar de limitarse a dejarla sin aplicación frente al consumidor. El Tribunal de Justicia únicamente ha aceptado esa posibilidad en el caso de anulación de un contrato en su totalidad, para evitar consecuencias especialmente perjudiciales a las que el consumidor podría quedar expuesto, circunstancia que no se da en el asunto principal, dado que la cláusula controvertida es accesoria y separable del resto del contrato de préstamo."

4.- En lo relativo a la argumentación que se contiene en el escrito articulado por la representación de BANKINTER S.A - respecto a las apreciaciones incluidas en la Sentencia de Pleno de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 23 de diciembre de 2015 - hemos de indicar que las consideraciones jurídicas resultantes de la resolución del Tribunal Supremo sobre la aplicación integradora del art. 693.2 de la LEC tras la declaración de abusividad de una cláusula de vencimiento anticipado constituye un "óbiter dicta", lo que, anudado a cuanto se ha dicho anteriormente, hace innecesario el planteamiento de las cuestiones que inicialmente generaron nuestras dudas. 

De todo ello se colige la decisión de la Sala de no promover las cuestiones anunciadas en la providencia de 3 de febrero pasado, conforme a lo postulado por Bankinter SA y el Ministerio Fiscal, si bien por razones diversas de las expresadas por la entidad ejecutante, pues no las compartimos ni en lo relativo a que el procedimiento de ejecución hipotecaria sea lo más beneficioso para el deudor, ni en lo que concierne a la sugerencia de volver al criterio mantenido por esta Sección con anterioridad al Auto del TJUE de 11 de junio de 2015.

Procede, por tanto, alzar la suspensión que venía acordada para dictar la resolución correspondiente al recurso de apelación promovido por DON RPI contra el Auto del Juzgado de Primera Instancia 3 de Paterna de 24 de junio de dos mil quince. 

Vistos los preceptos legales aplicables concordantes y demás de general y pertinente aplicación.

FALLO: 

Declarar innecesario el planteamiento de las cuestiones prejudiciales a que se refiere la providencia de esta Sección de 3 de febrero de 2016 dictada en el Rollo de Apelación 1034/2015, acordando alzar la suspensión que venía acordada. 

Notifíquese esta resolución a las partes personadas y al Ministerio Fiscal. 

Así lo acuerdan, mandan y firman los Ilustrísimos Sres. Magistrados de la Sección Novena de la Ilma. Audiencia Provincial de Valencia. 

